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ANA PATRICIA GARCÍA

Por utilizar el orden cronoló-
gico, la primera de las re-
formas se publicó en el

BOE el 10 de julio pasado y entró
en vigor el 11 de septiembre. Afec-
ta ésta a nueve artículos de la LEC
y de los principales cambios y no-
vedades se pueden extraer seis
puntos: se reduce el plazo de ante-
lación, previo a una acción de de-
sahucio, con el que un arrendador
debe requerir el pago de una renta
a un arrendatario; se prevé el
nombramiento provisional de
abogado y procurador de oficio
cuando una de las dos partes lo so-
licite; podrá designarse como do-
micilio del demandado, a efectos
de actos de comunicación, la vi-
vienda o local arrendado por éste
y, por tanto, motivo del litigio; se
prevé que la sentencia relativa a
estos juicios se dicte en los cinco
días siguientes a su celebración y,
además, en la vista se convocará a

las partes a la sede del Tribunal
para recibir notificación de la sen-
tencia; la acumulación de accio-
nes en reclamación de rentas o
cantidades vencidas y no pagadas,
y de desahucio por falta de pago,
se decidirán siempre en juicio ver-
bal; por último, se aplican medi-

das tendentes a propiciar el cum-
plimiento voluntario y agilizar los
trámites de ejecución forzosa. 

POCA NOVEDAD
Los especialistas consultados ad-
miten que las modificaciones de
estos artículos de la LEC no se
pueden considerar novedades.
Los aspectos regulados, al menos
la mayoría, responden a acuerdos
de libre pacto entre las partes que
en la práctica se producían a me-
nudo desde la entrada en vigor de
la Ley. Regular la práctica, por
tanto, responde seguramente a la
intención de potenciar el uso de
dichos pactos, lo que indudable-
mente supone ventajas para las
partes.
El éxito de las modificaciones, re-
sumiendo lo que añaden aquellos
mismos especialistas, dependerá
en gran medida de cómo se arti-
culen en la práctica y de la capa-
cidad de reacción de los distintos
operadores jurídicos.

Nuevas reformas de la Ley de Enjuiciamento Civil

El título hace referencia a dos retoques
de la Ley de Enjuiciamiento Civil

(LEC) del año 2000 hechos en la última
mitad de 2003: uno relativo a los plazos de

desahucio de los inquilinos que no cumplan sus obligaciones con los arrendatarios (que entró
en vigor en septiembre) y otra respecto a la ejecución de sentencias condenatorias en primera
instancia por violación de los derechos fundamentales al honor, a la intimidad y la propia
imagen, pendiente de aprobación por el Congreso al cierre de este número.

Una reciente
reforma de la Ley de
Enjuiciamiento Civil
agiliza los procesos
de deshaucio de los
inquilinos que no
cumplan sus
obligaciones como
arrendatarios

Desahucios, honor 
e imagen 

Reforma de la LEC en materia de deshaucios

Las modificaciones que nos ocupan es-
tán llenas de buenas intenciones pero

son incompletas y en muchos casos difíci-
les de aplicar en la práctica. 

Así, la reducción del plazo otorgado al
arrendatario para pagar las cantidades
adeudadas, y la imposibilidad de enervar

la acción de desahucio resultan medidas
acertadas.
Por lo que respecta a la solicitud de aboga-

dos de oficio, desgraciadamente no se esta-
blece hasta qué momento resulta posible.
En la práctica la designación suele plante-
arse en un momento muy cercano a la cele-

bración de la vista. Sería conveniente llevar
a cabo convenios entre la administración
y los colegios profesio-

nales conducentes a
una buena práctica de es-

te precepto. 
La designación como

domicilio del demandado del
local o vivienda arrendada sig-
nifica también un avance. No
resuelve, sin embargo, un pro-
blema muy frecuente como es
que no se halle al arrendata-
rio. Lo mismo ocurre con la
posibilidad de que la citación
se entregue a empleado o fami-
liar del arrendatario, cuya
aceptación no es imperativa.
Frecuentemente las personas citadas se niegan a
hacerse cargo de ella.

El artículo 437, punto 3 de la Ley establece la po-
sibilidad de ofrecer la condonación total o parcial
de la deuda siempre que el arrendatario asuma el
compromiso de devolver el bien en el plazo que de-
termine el arrendador. Esta idea, a primera vista
atractiva, puede resultar peligrosa al estimular la
negociación con arrendatarios especialmente per-
tinaces. Podría, además, tener un efecto negativo
en la ejecución de las garantías de los contratos de
arrendamiento y suscitar causa de oposición sus-
ceptible de ser analizada por el Tribunal.

Se acumula la acción de desahucio y la de re-
clamación de cantidades vencidas con indepen-

dencia de su cuantía. Subrayamos que, al hablar
de cantidades vencidas, la Ley parece dar a enten-
der que sólo podrán serlo aquéllas que lo están al
inicio del procedimiento. Nada se dice de las can-
tidades debidas durante el mismo. Una vez más,
tendremos que estar a la interpretación jurispru-
dencial que se haga respecto de este precepto.

El artículo 440 tiene una indudable importancia
de fondo; no cabe olvidar, sin embargo, que en la
gran mayoría de los procedimientos judiciales re-
sulta preceptiva la intervención de abogados y
procuradores, y que sin ellos no resultará posible
atender el requerimiento. El precepto requiere
que se fije día y hora para verificar el lanzamien-
to sin saber si se conseguirá citar a la parte. Todo
ello, sin olvidar que la sentencia requiere para su

ejecución su firmeza. Entende-
mos, por ello, que resultará de di-
fícil aplicación. La reducción para
el plazo de dictar sentencia resul-
ta poco práctica, con aumento de
costes procesales y la posibilidad
de incomparecencia en casos de
coincidencia con otros señala-
mientos, lo que llevaría a la sus-
pensión. Nada se dice sobre la in-
comparecencia del demandado.

El espacio que se nos concede
impide hacer algo más que estos
brevísimos apuntes orientados a la
aplicación de la nueva normativa.

A nuestro entender, la buena
voluntad que inspira la reforma se ha frustrado en
buena parte por no rematar adecuadamente la so-
lución de alguna de las situaciones que más fre-
cuentemente se ven en el día a día. No obstante,
abre la puerta a que la práctica jurisprudencial
encuentre una buena base para mejorar el trata-
miento de los problemas de desahucio.

Quizá si el legislador hubiese recabado la opi-
nión de la Asociación de Inmobiliarias españolas,
muchos de los defectos que señalamos habrían po-
dido eliminarse.

Pedro Gamero del Castillo es presidente de TESTA.
Luis Sarria Salcedo es letrado de la Asesoría Jurídica del Gru-
po Sacyr Vallehermoso.

Pedro Gamero del Castillo y Luis Sarria Salcedo

Una visión práctica
(Nuevas medidas referentes al desahucio por impago)

[..]
La reforma abre la puerta a
que la práctica jurispruden-
cial encuentre una buena
base para mejorar el trata-
miento de los problemas de

desahucio
[..]

Pedro Gamero 
del Castillo

Luis Sarría
Salcedo
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del primero en la primera senten-
cia no afecte, perjudique o impida
la continuidad en el ejercicio del
segundo por parte del condenado.
Por ello, se propone que la ejecu-
ción provisional, prácticamente
automática en las  condenas dine-
rarias previstas en la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, no alcance al tipo
de sentencia a que nos venimos re-
firiendo. Lógicamente, sin embar-
go, los pronunciamientos de la sen-
tencia que no tengan carácter
indemnizatorio sí podrán ejecutar-
se de acuerdo con las normas gene-
rales. Con ello se podría reponer al
afectado en su derecho en todos los
aspectos que no fueran puramente
indemnizatorios, como por ejem-
plo mediante la rectificación".

Desde el punto de vista de los
afectados por una intromisión en
su honor, intimidad o imagen, por
parte de un medio de comunica-
ción, parece lógico pensar que lo
más estimable es que se repare
cuanto antes el daño públicamen-
te y en la misma medida en que
fue hecho. Las indemnizaciones
pueden ser precisas para compen-
sar perjuicios irreversibles, pero
nunca repararán el daño ya he-
cho. Pero alguien debe vigilar el
proceder de los medios y periodis-
tas sin escrúpulos que se amparan
en la impunidad de que, en tanto
llegue la sentencia indemnizato-
ria, sus arcas se han llenado. ■

EL DEFENSOR 
RECOMIENDA
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Con la reforma legal de la
ley que obliga al pago en
primera instancia de las
indemnizaciones por
daños a la imagen, al
honor y a la intimidad se
trata de evitar la condena
a muerte de pequeños
medios de comunicación.

La segunda reforma, pen-
diente de aprobación por el
Congreso, es un poco más

complicada de explicar, porque lo
que realmente se reforma es la Ley
Orgánica del Consejo General del
Poder Judicial (CGPJ), de manera
que una Disposición Adicional de
dicha Ley implicará la modifica-
ción de la LEC en varios artículos.
Lo que aquí se destaca, relativo a
las sentencias que condenan a me-
dios de comunicación y periodis-
tas, fundamentalmente, a indem-
nizaciones, se refleja así en el texto
aprobado por el Senado:
"No procederá la ejecución
provisional de los pronun-
ciamientos de carácter in-
demnizatorio de las senten-
cias que declaren la
vulneración de los derechos
al honor, a la intimidad per-
sonal y familiar y a la pro-
pia imagen".

Trata de evitar esta mo-
dificación casos de ejecu-
ción de resoluciones provi-
sionales que, respecto a los
aspectos indemnizatorios, y en tan-
to puedan ser recurribles ante ins-
tancias superiores, supongan "una
verdadera condena a muerte para
pequeños medios", como reconoció
el portavoz del Grupo Popular en el
Senado Esteban González Pons. 

LA REALIDAD
La extinta revista cántabra "La
Realidad" es, entre otros muchos,
un ejemplo claro de esa "condena
a muerte" que decía el Senador
Popular: en primera instancia fue
condenada al pago de 120.200 eu-

ros por un caso de intromisión al
honor. La publicación tuvo que
despedirse de su público al no po-
der hacer frente a lo estipulado en
la ejecución provisional. Algunos
meses después, la Audiencia pro-
vincial rebajó la indemnización a
un 10 por ciento de la cantidad; es
decir, a 12.020 euros.

La Asociación de la Prensa de
Madrid, cuyos miembros están
muy sensibilizados ante situacio-
nes como ésta, visitó al Ministro de
Justicia, José María Michavila, pa-
ra exponer abiertamente que las

ejecuciones provisionales en casos
como el explicado afectan al dere-
cho fundamental de la informa-
ción, en tanto en cuanto perjudican
al pluralismo informativo. "Por ello
–explicó la asociación según la no-
ta de prensa posteriormente emiti-
da por el Ministerio–, sería aconse-
jable introducir en la Ley una
excepción a la ejecución provisio-
nal cuando se refiera a procedi-
mientos en los que se produce un
conflicto entre el derecho al honor,
intimidad y propia imagen y los de-
rechos de la libertad de informa-

ción y expresión. La Asociación de
la Prensa de Madrid dejó muy claro
el hecho de que no se trata de pedir
ningún privilegio, pues la ejecu-
ción de las sentencias que afectan a
los medios, sólo cuando sean fir-
mes, no va a suponer nunca la im-
punidad de los periodistas o de los
medios irresponsables, sino la sal-
vaguardia de la pluralidad y de la
libertad de prensa". 

DEFENSORES
La oficina del Defensor del Pueblo,
el 19 de febrero pasado, ya reco-

mendaba la necesidad de re-
formar el artículo 525 de la
LEC, basada, entre otras co-
sas, en la jurisprudencia del
Constitucional. Con pelos y
señales, desde el Alto Tribu-
nal se dice que "la jurispru-
dencia constitucional ha de-
clarado repetidamente que la
libertad reconocida en la
Constitución Española, en
cuanto transmisión de ma-
nera veraz de hechos noticia-
bles, de interés general y re-

levancia pública, no se erige
únicamente en derecho propio de
su titular, sino en una pieza esen-
cial en la configuración del Estado
Democrático.

A modo de justificación, los re-
dactores de la enmienda al citado
artículo 525 reiteran sus argumen-
tos sobre la base de los principios
constitucionales, explicando que
"se trata, en definitiva, de que
cuando se da la controversia judi-
cial entre el derecho al honor o a la
intimidad y el derecho a la libertad
de expresión la declaración a favor

Reforma de la LEC en materia de indemnizaciones 

Su ejecución provisional podría ser irreversible

No procederá la
ejecución
provisional de las
indemnizaciones
fijadas en
sentencias que
declaren vulnerados
el honor, la
intimidad o la
propia imagen

● ● ●

Para la Asociación
de la Prensa de
Madrid las
ejecuciones
provisionales de
estas
indemnizaciones
afectan al derecho
fundamental de la
información

Para la Institución del Defensor
del Pueblo cuando un medio

de comunicación informa de los
comportamientos de personas que
actúan en el ámbito público, está
ejercitando un derecho fundamen-
tal y, a la vez, asumiendo una
"posición constitucional" esencial
para la configuración de una opi-
nión pública libre en un Estado
democrático.

La persona aludida en la noti-
cia legítimamente puede reaccio-
nar a la misma presentando una
demanda en defensa de su honor,
intimidad o imagen, y la justicia,
previo el adecuado juicio de pon-
deración, podrá restablecer su
derecho, en su caso. La protección
jurisdiccional en el ámbito propio
de la opinión pública es funda-
mentalmente la rectificación de la
noticia, el acceso al medio, o la
inserción de la sentencia conde-
natoria. Qué duda cabe que puede
y debe haber una reparación eco-
nómica de los perjuicios irrogados
o, cuando menos, del daño moral.

Sin embargo, en este marco de
ponderación de derechos funda-
mentales, a la Institución del
Defensor del Pueblo no le parece
razonable que la vertiente econó-
mica de la reparación del daño
causado ponga en riesgo la exis-
tencia misma del medio de difu-
sión, máxime cuando la decisión
judicial no es definitiva, y por
tanto es revisable. El interés par-
ticular, en fin, no debe prevalecer
sobre el interés general de confi-
gurar una opinión pública que es
libre en la medida en que está
plural y debidamente informada.
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Con la vigente Ley de
Enjuiciamiento Civil cualquier

juez puede cerrar un medio informa-
tivo: basta con imponerle una indem-
nización que no pueda pagar. Desde

la nueva ley –fue promulgada  en
enero de 2000– que ahora va a ser
revisada en lo que se refiere al
derecho del honor, un medio
informativo condenado a pagar
una indemnización está obligado

a entregar al demandante en el
acto la cantidad impuesta sin que a éste se le pueda
exigir fianza alguna ni garantía de ningún tipo de
que si un tribunal de apelación revocara la sentencia
devolverá el dinero indebidamente recibido. Es una
norma que puede invalidar en
la práctica, ante sus posibles
consecuencias irreversibles, el
derecho constitucional al
recurso. La nueva-vieja  ley
podría tener efectos positivos,
en la descongestión de los juz-
gados por ejemplo, solo en el
supuesto de que todos los jue-
ces fueran perfectos.
Desgraciadamente no es así, no
puede ser así. Todos los gre-
mios tienen derecho a un
determinado porcentaje de tor-
pes o  desaprensivos sean elec-
tricistas, policías, médicos, notarios o periodistas.
Basar la justicia en la perfección de sus profesionales
es peor que un error: es una temeridad. La ley de
Enjuiciamiento Civil no solo afecta a la prensa aun-
que en lo que se refiere a ésta las consecuencias son
más graves  pues afectan a un bien superior, que es
el derecho a la información ciudadana, pieza clave en
la democracia. Esta norma convierte a la justicia en
una lotería, cuando no en una ruleta rusa. Por su

culpa  murió "Realidades de Cantabria", se puso en
serias dificultades a la revista "El Siglo", a " La Voz
de Almería" y al confidencial "Diariodirecto.com"  y
resulta una afrenta para Telemadrid.

El caso de "El Siglo" es especialmente elocuente.
La revista fue condenada por hacerse eco del escán-
dalo provocado en Murcia porque un director gene-
ral de esta comunidad autónoma formuló importan-
tes pedidos de equipos informáticos a la empresa de
la que había  sido fundador, socio y alto dirigente
hasta el momento de ocupar su cargo político, una
información que había sido publicada y comentada
críticamente por la prensa regional y que dio lugar a
que se reclamara una comisión de investigación par-
lamentaria. Pues bien, la juez que condenó a "El
Siglo" aceptó el argumento del aludido cargo público,
de que la información de la revista le dificultaría
encontrar trabajo cuando dicho personaje abandona-
ra su responsabilidad política. De aceptarse el prece-
dente no se podría criticar a gobernante alguno, por-
que todos,  salvo el Rey, un día dejarán de ser gober-
nantes y se convertirán en ciudadanos privados. 

La vigente ley conduce  a la autocensura con tanta
eficacia como la que consiguiera la Ley Fraga de
1966, en tiempos de Franco. El periodista no debe dis-
frutar de privilegio alguno y debe ejercer su oficio

consciente de su responsabilidad
pues la ligereza o la mentira pueden
provocar muchos daños, incluso per-
juicios irreversibles. Quien lo haga
que lo pague, pero el periodista como
cualquier hijo de vecino tiene dere-
cho a que se le haga justicia y a no
ser aplastado por un juez torpe o
politizado. Quizás hayamos pasado
de una época en la que predominaba
la aprensión de que no era conve-
niente  pleitear contra un periodista
a otra en la que determinados gober-
nantes y otros poderosos  han encon-
trado la forma de blindar sus abusos

acongojando al informador y al critico. Quizás haya-
mos pasado de una época de miedo al periodista a
otra regida por el miedo del periodista. No deseo ni
lo uno ni lo otro pero mas allá de una cuestión inhe-
rente al ejercicio profesional, lo que nos jugamos es
algo más trascendente:  la libertad de información y
critica y con ello la calidad de nuestra democracia.

José García Abad es director de "El Siglo".

[..]
Con la vigente ley de Enjui-
ciamiento Civil cualquier juez
puede cerrar un medio infor-
mativo: basta con imponerle
una indemnización que no
pueda pagar

[..]

José García Abad

Del miedo al
periodista al miedo 
del periodista


